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RESUMEN 

 

El presente trabajo de suficiencia profesional aborda el tema de la nulidad de 

oficio del acto administrativo en el marco del sistema jurídico peruano, analizado 

desde la experiencia adquirida en el ámbito de la gestión pública local, donde la 

aplicación de la Ley del Procedimiento Administrativo General (Ley N.º 27444) 

constituye una herramienta constante de regulación y control. 

La investigación se justifica en la necesidad de examinar cómo la administración 

pública, al emitir actos administrativos, puede afectar derechos, deberes y 

facultades de los administrados, generando en algunos casos vicios de legalidad 

que obligan a declarar su nulidad. El estudio pone especial énfasis en la 

contravención a la Constitución y las leyes, el incumplimiento de requisitos de 

validez, la desviación de poder y la vulneración de la finalidad pública, 

situaciones que repercuten directamente en la seguridad jurídica y en la tutela 

de los derechos fundamentales. 

Del análisis efectuado se concluye que los actos administrativos gozan de 

presunción de validez; sin embargo, cuando adolecen de vicios graves deben 

ser revisados y declarados nulos de oficio por la autoridad competente. Esta 

potestad, ejercida en resguardo del interés público, asegura el respeto al 

principio de legalidad y la vigencia del Estado de derecho. 

Finalmente, se recomienda fortalecer la capacitación de los funcionarios públicos 

en materia de actos administrativos y nulidad de oficio, consolidar la 

transparencia en los procedimientos y promover un control más riguroso de 

legalidad que garantice la protección de los derechos de los administrados y la 

eficiencia de la administración pública. 
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DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

 

En el ejercicio de la función administrativa, los actos emitidos por las entidades 

públicas constituyen decisiones que generan efectos jurídicos sobre los 

derechos, deberes y facultades de los administrados. Sin embargo, la práctica 

demuestra que estos actos no siempre se expiden con apego estricto a la 

Constitución y a la Ley del Procedimiento Administrativo General, lo que origina 

la existencia de actos inválidos o carentes de motivación suficiente. Esta 

situación da lugar a la necesidad de aplicar la nulidad de oficio como mecanismo 

de corrección, pero su utilización plantea problemas de interpretación y de 

alcance que impactan directamente en la seguridad jurídica. 

 

La afectación de situaciones jurídicas es evidente: por un lado, se ven 

comprometidos los derechos de los administrados a recibir decisiones válidas, 

legítimas y motivadas; por otro, se generan tensiones respecto de los deberes 

de la administración de actuar conforme a los principios de legalidad, 

transparencia y debido procedimiento. Además, entran en juego las facultades 

de control de las autoridades jerárquicas, quienes deben garantizar que los actos 

emitidos no transgredan el ordenamiento jurídico ni lesionen el interés público. 

 

El problema adquiere complejidad porque la declaración de nulidad de oficio 

puede afectar derechos adquiridos, generar conflictos sobre el principio de 

presunción de validez y demandar un análisis riguroso de proporcionalidad. La 

necesidad de solución se sustenta en la importancia de equilibrar el respeto a la 

legalidad con la protección de los administrados, evitando decisiones arbitrarias 

y reforzando la confianza ciudadana en la administración pública. 
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MARCO TEÓRICO 

 

El acto administrativo constituye una de las instituciones fundamentales del 

derecho administrativo, pues a través de él la administración pública expresa su 

voluntad y genera efectos jurídicos en la esfera de los administrados. La doctrina 

coincide en que el acto administrativo es una declaración unilateral de voluntad 

que se emite en ejercicio de potestades públicas y cuyo fin es producir 

consecuencias jurídicas directas. Según Pérez (2003), se trata de “toda 

declaración de voluntad unilateral y concreta, dictada por un órgano de la 

administración pública, en ejercicio de su competencia administrativa, cuyos 

efectos jurídicos son directos e inmediatos” (p. 53). 

 

En el Perú, la Ley del Procedimiento Administrativo General (Ley N.º 27444), en 

su artículo 1, establece que los actos administrativos son las declaraciones de 

las entidades que, en el marco de normas de derecho público, producen efectos 

jurídicos sobre derechos, deberes u obligaciones de los administrados (Ley N.º 

27444, 2019). Esta definición resalta la necesidad de que tales actos estén 

sujetos al principio de legalidad y a los límites que impone la Constitución. 

 

Conceptos y definiciones del acto administrativo 

Doctrinariamente, el acto administrativo ha sido objeto de múltiples definiciones. 

Bocanegra (2005) lo considera como una institución destinada a dotar de 

seguridad jurídica a la relación entre administración y ciudadanos. Por su parte, 

Cordero (2010) lo define como “la declaración de voluntad, deseo de 

conocimiento y de juicio realizada por un sujeto de la Administración Pública en 

ejercicio de la potestad administrativa, caracterizada por ser unilateral y 

ejecutoria” (p. 42). Estas definiciones coinciden en que el acto administrativo, al 

emanar de un órgano estatal, debe respetar los principios constitucionales que 

legitiman el ejercicio del poder público. 

 

La Constitución peruana, en sus artículos 43, 45 y 51, establece que el ejercicio 

del poder se encuentra limitado por la supremacía de la Constitución y la ley. Ello 

implica que los actos administrativos solo serán válidos si respetan dichos 
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límites. De lo contrario, el propio ordenamiento prevé mecanismos para su 

control y eventual eliminación, como la nulidad de oficio. 

 

Requisitos de validez del acto administrativo 

Los requisitos de validez del acto administrativo están vinculados directamente 

con los principios constitucionales. La Ley N.º 27444 (2019), en su artículo 3, 

establece que un acto administrativo es válido si cumple con los requisitos de 

competencia, objeto o contenido, finalidad pública, motivación y procedimiento 

regular. 

 Competencia. Se refiere a la facultad otorgada por la ley a un órgano 

determinado para emitir actos administrativos. Alsina (1957) señala que 

la competencia constituye el ámbito dentro del cual un órgano puede 

actuar válidamente. La emisión de un acto por una autoridad 

incompetente constituye causal de nulidad absoluta. 

 Objeto o contenido. El acto debe ser lícito, posible y conforme al 

ordenamiento. Muñoz (2011) sostiene que un acto con objeto imposible o 

contrario a la Constitución carece de validez jurídica. 

 Finalidad pública. Todo acto administrativo debe responder al interés 

general. Patrón (2014) resalta que la desviación de poder, es decir, la 

utilización de la potestad administrativa para fines distintos a los previstos, 

vulnera este requisito. 

 Motivación. Conforme al artículo 6 de la LPAG, la motivación es un deber 

constitucional, pues garantiza el derecho de defensa y el control judicial. 

Gamero y Fernández (2014) afirman que un acto carente de motivación 

suficiente es nulo de pleno derecho. 

 Procedimiento regular. Santofimio (1994) explica que el procedimiento es 

la garantía formal que legitima al acto. La omisión de etapas esenciales 

constituye causal de invalidez. 

 

Nulidad del acto administrativo 

La nulidad del acto administrativo se entiende como la sanción de ineficacia que 

afecta a los actos viciados en su origen. Entrena (1992) la define como “la 

sanción de ineficacia radical que afecta a los actos contrarios al ordenamiento 
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jurídico, por carecer de los requisitos indispensables para su existencia válida” 

(p. 115). 

 

En el caso peruano, el artículo 10 de la LPAG establece que son nulos los actos 

administrativos que contravienen la Constitución, la ley o las normas 

reglamentarias; los que carecen de alguno de los requisitos de validez; los que 

constituyen delito; o los emitidos con desviación de poder. Estas causales 

reflejan la necesidad de mantener la supremacía constitucional y la protección 

de los derechos fundamentales. 

 

La nulidad de oficio 

La nulidad de oficio es una potestad reconocida a la administración pública para 

declarar la invalidez de sus propios actos cuando estos adolecen de vicios 

graves. Según Morón Urbina (2019), esta figura constituye un mecanismo de 

autocontrol de legalidad que busca preservar el principio de legalidad y el interés 

público. 

 

El artículo 202 de la LPAG regula la nulidad de oficio, señalando que la 

administración puede declarar la nulidad de los actos emitidos por ella misma 

cuando advierta que estos incurren en alguna de las causales establecidas por 

la ley. Se trata de una potestad de carácter excepcional, pues afecta el principio 

de presunción de validez de los actos administrativos. 

 

La jurisprudencia peruana ha respaldado esta facultad. En la Casación N.º 037-

2006-Lambayeque, la Corte Suprema sostuvo que la nulidad de oficio no es 

ilimitada, sino que debe ejercerse dentro de los plazos razonables y con pleno 

respeto a los derechos de los administrados. Asimismo, el Tribunal 

Constitucional ha reconocido que la nulidad de oficio encuentra sustento en los 

artículos 51 y 138 de la Constitución, que consagran la supremacía de la 

Constitución y la obligación de toda autoridad de inaplicar actos contrarios a ella. 

 

Principios constitucionales vinculados 

La nulidad de oficio se sustenta en diversos principios constitucionales: 
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 Principio de legalidad. El artículo 45 de la Constitución establece que las 

autoridades solo pueden actuar dentro de las facultades que la ley les 

otorga. Cualquier acto emitido fuera de tales facultades es nulo. 

 Principio de supremacía constitucional. Según el artículo 51, la 

Constitución prevalece sobre toda norma o acto contrario a sus 

disposiciones. La nulidad de oficio es el mecanismo para garantizar esta 

supremacía. 

 Principio de presunción de validez. Los actos administrativos se presumen 

válidos, pero esta presunción cede cuando se demuestra la existencia de 

un vicio grave. 

 Principio de seguridad jurídica. Reconocido por el Tribunal Constitucional, 

exige que los administrados tengan certeza sobre los efectos de los actos 

estatales. La nulidad de oficio busca equilibrar seguridad con legalidad. 

 Principio de proporcionalidad. La administración debe ponderar los 

efectos de la nulidad, evitando generar perjuicios mayores al interés 

público. 

 

Perspectiva comparada 

En el derecho español, la nulidad de oficio está prevista en la Ley 39/2015 del 

Procedimiento Administrativo Común, que permite a la administración revisar de 

oficio sus actos nulos de pleno derecho. En Argentina, la Ley Nacional de 

Procedimientos Administrativos regula la nulidad de oficio como un mecanismo 

excepcional de control de legalidad. En México, la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo también contempla la nulidad de actos administrativos que 

contravengan la Constitución o la ley. Estas experiencias comparadas 

evidencian que la nulidad de oficio es una figura reconocida en el derecho 

administrativo comparado, siempre vinculada a la protección del orden jurídico y 

de los derechos fundamentales. 

 

Síntesis 

El marco teórico permite concluir que la nulidad de oficio del acto administrativo 

en el sistema jurídico peruano tiene como fundamento central la supremacía de 

la Constitución y el principio de legalidad. Esta potestad asegura que los actos 

administrativos respeten los requisitos de validez constitucional y que, en caso 
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contrario, sean eliminados del ordenamiento. La doctrina, la jurisprudencia y el 

derecho comparado coinciden en que se trata de una medida excepcional que 

equilibra el interés público con la seguridad jurídica de los administrados. 

 

 

ANÁLISIS DEL PROBLEMA 

 

La nulidad de oficio del acto administrativo constituye una de las instituciones 

más controvertidas en el derecho administrativo peruano, pues plantea la tensión 

entre dos valores constitucionales: por un lado, la necesidad de garantizar la 

supremacía de la Constitución y el principio de legalidad; y por otro, la seguridad 

jurídica de los administrados, quienes confían en la validez y estabilidad de las 

decisiones estatales. 

 

El problema central radica en que la potestad de declarar la nulidad de oficio, si 

bien encuentra fundamento en los artículos 45 y 51 de la Constitución y en los 

artículos 10 y 202 de la Ley del Procedimiento Administrativo General, puede 

generar situaciones de incertidumbre cuando es ejercida sin límites claros. En la 

práctica, la administración ha utilizado esta facultad de manera amplia, lo que 

ocasiona afectaciones a derechos adquiridos y desconfianza en las decisiones 

administrativas. 

 

Desde el punto de vista jurídico, la nulidad de oficio se justifica únicamente en 

casos de vicios graves que comprometen la validez del acto, como la 

contravención a la Constitución, la expedición por órgano incompetente o la 

desviación de poder. No obstante, la complejidad del problema radica en 

determinar hasta dónde puede retrotraerse el control y cuáles son los plazos 

razonables para ejercerlo, evitando así que se vulneren los principios de 

seguridad jurídica y confianza legítima. 

 

Posibles soluciones desde el derecho nacional 

Una primera solución se encuentra en la propia jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional, que ha señalado que la nulidad de oficio debe aplicarse bajo 

parámetros de razonabilidad y proporcionalidad, respetando el debido 
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procedimiento (STC Exp. N.º 3741-2004-AA). Esto implica que la administración 

no puede declarar la nulidad de oficio de manera ilimitada, sino que debe motivar 

adecuadamente las razones que justifican la medida y garantizar el derecho de 

defensa del administrado. 

 

Otra solución se encuentra en la necesidad de precisar normativamente los 

plazos para el ejercicio de la nulidad de oficio. Si bien la LPAG establece límites 

temporales en algunos supuestos, sería conveniente establecer de forma 

expresa un plazo máximo uniforme, como ocurre en el derecho español con la 

Ley 39/2015, que restringe la revisión de oficio a cuatro años salvo que se trate 

de actos nulos de pleno derecho. Esto brindaría mayor certeza a los 

administrados. 

 

Asimismo, debe fortalecerse el uso de mecanismos preventivos dentro de la 

administración, como la capacitación constante de los funcionarios públicos en 

materia de actos administrativos y la implementación de sistemas de control 

interno, a fin de reducir la emisión de actos viciados y, con ello, la necesidad de 

recurrir a la nulidad de oficio. 

 

Posibles soluciones desde el derecho comparado 

En el derecho comparado existen experiencias que pueden ser adaptadas al 

contexto peruano. En España, la Ley 39/2015 regula la revisión de oficio de los 

actos administrativos nulos, pero establece límites estrictos y un control judicial 

posterior, lo cual evita abusos. En Argentina, la jurisprudencia ha consolidado el 

principio de estabilidad de los actos administrativos, permitiendo la nulidad solo 

en supuestos excepcionales. En México, la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo prevé que la nulidad de oficio debe ejercerse dentro de un plazo 

de cinco años, salvo que se trate de actos que constituyan delito. 

 

Estas experiencias demuestran que el derecho comparado ha optado por 

restringir el ejercicio de la nulidad de oficio a fin de salvaguardar la seguridad 

jurídica, sin dejar de garantizar la supremacía constitucional. 
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Síntesis del análisis 

El problema de la nulidad de oficio en el Perú se centra en la tensión entre 

legalidad y seguridad jurídica. Si bien es indispensable mantener la supremacía 

de la Constitución, también es necesario establecer límites claros para evitar que 

la administración afecte indebidamente derechos adquiridos. Las posibles 

soluciones pasan por (a) reforzar la motivación y el respeto al debido 

procedimiento, (b) fijar plazos máximos para el ejercicio de la nulidad de oficio, 

(c) fortalecer el control interno y la capacitación de funcionarios, y (d) aprovechar 

las experiencias comparadas que priorizan la excepcionalidad y los límites 

temporales de esta potestad. 
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CONCLUSIONES 

 

1. La nulidad de oficio del acto administrativo en el sistema jurídico peruano 

encuentra su fundamento en los principios constitucionales de legalidad y 

supremacía de la Constitución (arts. 45 y 51 de la Constitución). Estos 

principios obligan a la administración a eliminar de oficio aquellos actos 

que contravengan el ordenamiento jurídico, preservando así el Estado de 

derecho. 

 

2. El análisis doctrinario y normativo demuestra que los requisitos de validez 

del acto administrativo (competencia, objeto, finalidad, motivación y 

procedimiento regular) constituyen parámetros de control que, en caso de 

ser incumplidos, generan la nulidad de pleno derecho del acto. 

 

3. La nulidad de oficio, regulada en la Ley del Procedimiento Administrativo 

General (Ley N.º 27444, arts. 10 y 202), es una potestad excepcional que 

permite a la administración revisar sus propios actos viciados. Sin 

embargo, su uso ilimitado genera tensiones con el principio de seguridad 

jurídica y con la confianza legítima de los administrados. 

 

4. La jurisprudencia nacional, tanto del Tribunal Constitucional como de la 

Corte Suprema, ha precisado que la nulidad de oficio solo procede frente 

a vicios graves, siempre con motivación suficiente, respeto al debido 

procedimiento y dentro de plazos razonables. 

 

5. El derecho comparado (España, Argentina, México) evidencia que la 

tendencia es restringir la nulidad de oficio, estableciendo límites 

temporales y reforzando el control judicial posterior, lo que garantiza un 

adecuado equilibrio entre legalidad y seguridad jurídica. 
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RECOMENDACIONES 

 

1. Reforma normativa: Incorporar en la Ley del Procedimiento Administrativo 

General un plazo máximo uniforme para el ejercicio de la nulidad de oficio, 

siguiendo el modelo español (4 años) o mexicano (5 años), salvo en casos 

de actos constitutivos de delito. 

 

2. Fortalecimiento institucional: Implementar programas permanentes de 

capacitación para funcionarios públicos en materia de validez y nulidad de 

actos administrativos, con énfasis en los principios constitucionales que 

los sustentan. 

 

3. Motivación reforzada: Exigir que toda declaración de nulidad de oficio 

contenga una motivación expresa, clara y suficiente, que justifique la 

existencia del vicio y los efectos de su corrección, garantizando así el 

derecho de defensa del administrado. 

 

4. Control judicial efectivo: Promover que las decisiones de nulidad de oficio 

estén sujetas a un control contencioso-administrativo rápido y eficiente, 

como garantía de protección de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos. 

 

5. Transparencia y confianza ciudadana: Diseñar mecanismos de control 

preventivo dentro de la administración, a fin de reducir la emisión de actos 

viciados y evitar la necesidad de recurrir a la nulidad de oficio de manera 

recurrente. 
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